
nombre y representación de D. ISIDORO CASANUEVA SÁNCHEZ, contra
la Junta de Extremadura, recurso que versa sobre: Resolución deses-
timatoria presunta, por silencio administrativo, del recurso ordinario
(hoy de alzada) interpuesto contra la resolución de la Dirección
General de Arquitectura y Vivienda (actual Director General de
Vivienda) de fecha 1 de marzo de 1999, por la que se denegó cali-
ficación definitiva de la actuación de rehabilitación respecto de la
vivienda sita en la C/ Olmos núm 2, de Cáceres, y consecuentemen-
te las ayudas que le pudieran corresponder, ha recaído sentencia
firme, dictada el 24 de julio de 2002, con el número 1.427, por la
Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Extremadura, que estima el citado recurso.

Los artículos 8 y 9 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el
que se regula la tramitación administrativa en la ejecución de
resoluciones judiciales, que atribuyen la ejecución de resolucio-
nes judiciales recaídas en recursos contencioso-administrativos
en que sea parte la Administración de la Comunidad Autónoma
de Extremadura al órgano que dictó el acto o disposición obje-
to de recurso, y establecen que el titular del órgano competen-
te dictará la correspondiente resolución en orden al cumpli-
miento de la sentencia.

En su virtud, y en uso de las atribuciones conferidas por la
normativa vigente,

R E S U E L V O

Proceder a la ejecución de la Sentencia número 1.427 de 24 de
julio de 2002, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrati-
vo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, llevando a
puro y debido efecto el fallo, que es del siguiente tenor literal:

Debemos estimar y estimamos el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por el procurador D. ANTONIO CRESPO
CANDELA, en nombre y representación de D. ISIDORO CASANUE-
VA SÁNCHEZ, contra la resolución a que se hace referencia en
el primer fundamento jurídico de esta sentencia, que se anula
por no ser ajustada a Derecho, reconociendo el derecho del
demandante a que le sea abonada la ayuda que le correspon-
de, ascendente a 69.428,93 euros (11.552.002 pesetas), sin
expreso pronunciamiento condenatorio respecto a las costas
procesales causadas.

Mérida, 15 de enero de 2003.

El Consejero de Vivienda, Urbanismo y Transportes,
JOSÉ JAVIER COROMINAS RIVERA

RESOLUCIÓN de 15 de enero de 2003, del
Consejero de Vivienda, Urbanismo y
Transportes, por la que se dispone la
ejecución de la sentencia nº 1409, de 22 de
julio de 2002, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura.

En el recurso contencioso-administrativo núm. 1.702 de 1999,
promovido por el Procurador D. JOAQUÍN GARRIDO SIMÓN, en
nombre y representación de D. FRANCISCO JAVIER URIARTE
LÓPEZ, contra la Junta de Extremadura, recurso que versa sobre:
Desestimación presunta por la Consejería de Obras Públicas y
Transportes (actual Consejería de Vivienda, Urbanismo y Transpor-
tes) del recurso ordinario (hoy de alzada) interpuesto contra la
resolución de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda
(actual Director General de Vivienda) de fecha 10 de octubre de
1998, ha recaído sentencia firme, dictada el 22 de julio de
2002, con el número 1.409, por la Sala de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura,
que estima el citado recurso.

Los artículos 8 y 9 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el
que se regula la tramitación administrativa en la ejecución de
resoluciones judiciales, que atribuyen la ejecución de resoluciones
judiciales recaídas en recursos contencioso-administrativos en que
sea parte la Administración de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura al órgano que dictó el acto o disposición objeto de
recurso, y establecen que el titular del órgano competente dictará
la correspondiente resolución en orden al cumplimiento de la
sentencia.

En su virtud, y en uso de las atribuciones conferidas por la
normativa vigente,

R E S U E L V O

Proceder a la ejecución de la Sentencia número 1.409 de 22
de julio de 2002, dictada por la Sala de lo contencioso-admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura,
llevando a puro y debido efecto el fallo, que es del siguiente
tenor literal:

“Estimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por el procurador D. JOAQUÍN GARRIDO SIMÓN, en nombre y
representación de D. FRANCISCO JAVIER URIARTE LÓPEZ, contra
la resolución de la Consejería de Obras Públicas y Transportes
referida en el primer fundamento, debemos anular y anulados
el referido acto, por no estar ajustado al Ordenamiento Jurídico
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y, en su consecuencia, se reconoce el derecho del recurrente a
que se practique nueva calificación de rehabilitación de
vivienda a que se refieren las actuaciones sin limitar la
superficie a la de 120 metros cuadrados, sino a la real de
622 metros cuadrados, manteniéndose las demás condiciones;
todo ello sin hacer expresa condena en cuanto a las costas
procesales.”

Mérida, 15 de enero de 2003.

El Consejero de Vivienda, Urbanismo y Transportes,
JOSÉ JAVIER COROMINAS RIVERA

RESOLUCIÓN de 15 de enero de 2003, del
Consejero de Vivienda, Urbanismo y
Transportes, por la que se dispone la
ejecución de la sentencia nº 1315, de 11 de
julio de 2002, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura.

En el recurso contencioso-administrativo núm. 1.197 de 1999,
promovido por el Procurador D. JORGE CAMPILLO ÁLVAREZ, en
nombre y representación de D. JOSÉ MARÍA PRADO GALÁN Y DÑA.
MARÍA DEL PILAR BARRANTES RUMBO, contra la Junta de Extrema-
dura, recurso que versa sobre: Resolución de fecha 14 de diciem-
bre de 1998, dictada por el Ilmo. Sr. Director General de Arqui-
tectura y Vivienda (actual Director General de Vivienda) de la
Consejería de Obras Públicas y Transportes (actual Consejería de
Vivienda, Urbanismo y Transportes), confirmada en vía de recurso
ordinario (hoy de alzada), por la que se deniega la subvención
solicitada por los actores, con cargo a lo dispuesto en el Decreto
34/1996, de 27 de febrero, ha recaído sentencia firme, dictada el
11 de julio de 2002, con el número 1.315, por la Sala de lo
contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Extremadura, que estima el citado recurso.

Los artículos 8 y 9 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el
que se regula la tramitación administrativa en la ejecución de
resoluciones judiciales, que atribuyen la ejecución de resoluciones
judiciales recaídas en recursos contencioso-administrativos en que
sea parte la Administración de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura al órgano que dictó el acto o disposición objeto de
recurso, y establecen que el titular del órgano competente dictará
la correspondiente resolución en orden al cumplimiento de la
sentencia.

En su virtud, y en uso de las atribuciones conferidas por la
normativa vigente,

R E S U E L V O

Proceder a la ejecución de la Sentencia número 1.315 de 11
de julio de 2002, dictada por la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura,
llevando a puro y debido efecto el fallo, que es del siguiente
tenor literal:

“Estimando en lo sustancial el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por el procurador D. JORGE CAMPILLO ÁLVAREZ, en
nombre y representación de D. JOSÉ MARIÁ PRADO GALÁN Y DÑA.
MARÍA DEL PILAR BARRANTES RUMBO, contra la resolución referida
en el primer fundamento, debemos declarar y declaramos que la
misma no es ajustada a derecho, y en su virtud la anulamos
acordando la retroacción de actuaciones para que la demandada
admita a trámite la solicitud objeto del recurso y resuelva en el
fondo. No se hace especial pronunciamiento expreso respecto de
las costas procesales causadas. “

Mérida, 15 de enero de 2003.

El Consejero de Vivienda, Urbanismo y Transportes,
JOSÉ JAVIER COROMINAS RIVERA

RESOLUCIÓN de 15 de enero de 2003, del
Consejero de Vivienda, Urbanismo y
Transportes, por la que se dispone la
ejecución de la sentencia nº 1317, de 11 de
julio de 2002, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura.

En el recurso contencioso-administrativo núm. 1.287 de 1999,
promovido por el Procurador D. ANTONIO RONCERO ÁGUILA, en
nombre y representación de D. ANDRÉS PARDO BERMEJO, DÑA.
NOEMÍ GRADOS GARCÍA, D. AMBROSIO TORNAVACAS VINAGRE, D.
SANTOS MIRÓN HOLGUÍN, D. CESÁREO HILARIO MORENO PÉREZ, D.
FRANCISCO BARROSO BORREGA, D. AGUSTÍN DUARTE TALAVÁN, DÑA.
MARÍA ANTONIA CECILIA CANCHO PÉREZ, D. LAUREANO RUANO
PORTILLO, D. RAÚL FERNÁNDEZ GODOY Y D. RAMÓN ANTONIO
LLANO GARLITO, contra la Junta de Extremadura, recurso que
versa sobre: Resolución de fecha 17 de diciembre de 1998, dicta-
da por el Ilmo. Sr. Director General de Arquitectura y Vivienda
(actual Director General de Vivienda) de la Consejería de Obras
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